
HONORABLE AYUNTAMIENTO DEL 

MUNICIPIO DE CHIHUAHUA. 

PR E S E N T E.- 

El suscrito LICENCIADO SANTIAGO DE LA PEÑA GRAJEDA, en mi carácter de 

Secretario del Honorable Ayuntamiento del Municipio de Chihuahua, con 

fundamento en lo dispuesto en los artículos 63 fracción IV y 203 fracción VI del 

Código Municipal para el Estado de Chihuahua, me permito someter a 

consideración de este órgano colegiado el Proyecto de Resolución, derivado del 

Recurso Administrativo de Revisión identificado con el número de expediente 

RA30/2015, del índice de esta Secretaría, para que en los términos de lo 

dispuesto por los artículos 28 fracción XXXI y 203 fracción VII del Código 

Municipal para el Estado de Chihuahua, lo resuelva definitivamente. - - - - - - - - - - 

CHIHUAHUA, CHIHUAHUA, A LOS VEINTINUEVE DIAS DEL MES DE 

FEBRERO DEL AÑO DOS MIL DIECISÉIS.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Vistos para dictar resolución en los autos del Recurso Administrativo de Revisión 

número RA30/2015, interpuesto por el ciudadano (ELIMINADO: dieciocho 

palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.); y - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - R E S U L T A N D O - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

PRIMERO.- Que mediante escrito recibido en la Secretaría del Ayuntamiento el 

día catorce de julio del año dos mil quince, compareció el ciudadano (ELIMINADO: 

dieciocho palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), a interponer Recurso Administrativo de Revisión, según palabras 

del mismo recurrente, en contra de: “oficio PUF-310-15 de fecha 08 de Mayo de 

2015, signado por los C.C. Arq. Guillermo Monárrez Vota, Director de Desarrollo 

Urbano y Ecología y el Ing. Gabriel Martín Valdez Juárez, en su carácter de 

Subdirector de Programación Urbana” (sic). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

SEGUNDO.- Por Acuerdo Administrativo de fecha veintinueve de julio del año dos 

mil quince, se radicó el asunto bajo el número RA30/2015, y mediante el mismo 

acuerdo se ordenó girar atento oficio a la Dirección de Desarrollo Urbano y 

Ecología de esta ciudad a efecto de que remitiera el informe respectivo y las 

constancias necesarias para determinar la existencia del acto impugnado, las 

razones que lo justifiquen y la fecha de su notificación; en tal virtud, por oficio 

recibido en fecha once de septiembre del año dos mil quince, el Director de 

Desarrollo Urbano y Ecología, rindió el informe solicitado, y por acuerdo de fecha 

veintidós de septiembre del año dos mil quince, se tuvo a la autoridad recurrida 
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rindiendo el mencionado informe y se admitió el medio de impugnación como 

Recurso Administrativo de Revisión, interpuesto por el ciudadano (ELIMINADO: 

dieciocho palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), en contra de los actos precisados en el resultando primero de la 

presente resolución. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

TERCERO.- En dicho auto, por no haberse ofrecido pruebas que por su 

naturaleza debieran desahogarse con posterioridad, y por economía procesal, se 

determinó no abrir periodo probatorio y en consecuencia se abrió la fase de 

alegatos, por el término de tres días hábiles, de acuerdo a lo dispuesto por el 

artículo 203 fracción V del Código Municipal para el Estado de Chihuahua, en 

relación con el artículo 260 del Reglamento Interior del Municipio de Chihuahua. - -

CUARTO.- Mediante proveído de fecha catorce de octubre del año dos mil quince, 

se declaró cerrada la etapa de alegatos por haber transcurrido el término 

concedido a ambas partes para que se expresaran los mismos, en consecuencia, 

se turnaron los autos al Secretario del Honorable Ayuntamiento, para que 

procediera a formular el Proyecto de Resolución correspondiente, mismo que hace 

al tenor de los siguientes:- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - C O N S I D E R A N D O S - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

PRIMERO.- Que es facultad del Secretario del Honorable Ayuntamiento formular 

el Proyecto de Resolución de los Recursos Administrativos interpuestos en contra 

de los actos que dicten las autoridades municipales, de conformidad con lo 

establecido en los artículos 63 fracción IV y 203 fracción VI ambos del Código 

Municipal para el Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

SEGUNDO.- Que el Honorable Ayuntamiento del Municipio de Chihuahua es 

competente para conocer y resolver en definitiva el presente Recurso 

Administrativo de Revisión, según lo señalado en los artículos 28 fracción XXXI y 

203 fracción VII, ambos del Código Municipal para el Estado de Chihuahua y 261 

del Reglamento Interior del Municipio de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - 

TERCERO.- En cuanto a la procedencia del recurso, tenemos que el artículo 198 

del Código Municipal Vigente, dispone que los actos que dicten las autoridades 

municipales, pueden impugnarse mediante los recursos de revisión y 

reconsideración, asimismo, en la última parte del artículo 199 del referido Código, 

establece que el recurso será de revisión cuando se resuelvan inconformidades de 

los particulares por actos dictados por autoridades municipales distintas al 

Honorable Ayuntamiento, por lo que, como presupuesto procesal para la 

procedencia de tal recurso, es indispensable la existencia de un acto proveniente de 

una autoridad municipal distinta al Ayuntamiento, mismo que en la especie quedó 
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plenamente probado mediante la documental consistente en el oficio número PUF-

310-15, de fecha ocho de mayo del año dos mil quince, signado por el Director de 

Desarrollo Urbano y Ecología, Guillermo Humberto Monárrez Vota, y el Subdirector 

de Programación Urbana, Gabriel Martín Valdez Juárez, aportada por la parte 

recurrente en copia simple, y por la autoridad recurrida en copia certificada; 

documental que constituye el acto impugnado, y que adquiere valor probatorio 

pleno, por ser de las que establece el artículo 310 fracción II y V, del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, con relación al artículo 380 del 

mismo ordenamiento, ambos de aplicación supletoria a la presente materia por 

disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior del Municipio de 

Chihuahua. Pues bien, con tal probanza, se estima que se acredita la plena 

existencia de la emisión de los actos impugnados, en consecuencia se han cubierto 

los extremos de los artículos 198 y 199 del Código Municipal para el Estado de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

CUARTO.- En cuanto a los agravios manifestados por la parte recurrente, de los 

cuales se omite su transcripción íntegra por economía procesal, pero se tienen por 

insertados a la letra, tenemos que no se encuentran debidamente desglosados en 

el escrito de interposición del presente medio de impugnación, sin embargo, de la 

lectura de dicho ocurso se desprende que los motivos por los cuales se duele del 

acto impugnado la parte recurrente, se pueden resumir en las siguientes 

aseveraciones, expresadas por el mismo impugnante: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

1) “Es el caso que en el acuerdo plasmado en el oficio PUF 310-15, que se 

somete a revisión a través de este recurso, la autoridad ordenó sin motivar ni 

fundar su resolución, la imposición de una carga mayor en materia de 

infraestructura con cargo a mi representada, consistente en la construcción la 

ampliación de la prolongación de la (ELIMINADO: tres palabras. Fundamento 

Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la información Pública. En virtud de que contiene datos personales 

concernientes a una persona identificada o identificable.), en su cuerpo Norte, 

con un crecimiento hacia el eje de la vialidad desde (ELIMINADO: once 

palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.), lo anterior 

en forma conjunta con el (ELIMINADO: cinco palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.), y mi representada, lo que representa 

una violación a mi derecho adquirido a través del acuerdo S.O. 12/13, ya que sin 

mediar análisis técnico, justificación y soporte jurídico, se vulnera el derecho 
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manifiesto en el acuerdo de antecedentes para desarrollar (ELIMINADO: cinco 

palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.), 

imponiéndonos una carga adicional que no tiene sustento en la facultad de la 

autoridad y/o autoridades que le emitieron, toda vez que resulta a todas luces 

desmedida la carga impuesta con relación al derecho invocado, ya que la 

autorización exclusivamente se constriñe a resolver la modificación de 12 lotes 

habitacionales, fusionarlos y convertirse en 1 solo lote habitacional con una 

superficie de 2,196.521 m2. …” (sic). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

2) “… al estar vigente el primer oficio notificado, donde se ordena la ampliación del 

Cuerpo Sur de la multireferida vialidad, al momento de emitir el segundo oficio 

notificado el pasado 23 de Junio, donde se ordena la construcción del Cuerpo 

Norte; con ello la desproporción y violación a mi derecho de petición respecto del 

derecho adquirido por el acuerdo del H. Ayuntamiento que autorizó la urbanización 

del (ELIMINADO: seis palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud 

de que contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), pues no solo aumenta la carga bajo las condiciones impuestas en 

cuanto a la inversión de construcción de vialidades, sino que además limita mi 

derecho al condicionarlo el ejercicio del mismo, más allá de lo desproporcionado y 

lo cual se impugna también en este recurso, a la voluntad de un tercero que no 

tiene ninguna relación con mi petición o con el derecho adquirido bajo el Acuerdo 

del H. Ayuntamiento mediante el cual se autorizó la urbanización del (ELIMINADO: 

cuatro palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), lo que resulta una carga adicional e infundada para limitarme en mis 

derechos, ya que no puede esa autoridad condicionar el libre ejercicio de mis 

derechos a la voluntad de un tercero que no tiene relación directa con mi petición 

o los derechos adquiridos previamente, o bien los que se deriven de mi nueva 

solicitud de modificación al acuerdo del H. Ayuntamiento, antes referido, pues 

desconozco que derecho asiste al (ELIMINADO: tres palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.), para que la autoridad ordene que el 

ejercicio de mis derechos, puedan estar condicionados a la voluntad de ese 

tercero al imponer en su resolución la ejecución de manera conjunta” (sic). …”. - - - 

“Se concluye que la misma autoridad a través de documentos signados con la 
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misma fecha, y mismo folio, emite dos resoluciones diferentes; ambas en violación 

a mi derecho adquirido y cuestionables además de todo lo referido anteriormente, 

por el hecho de que basan su resolución en un acuerdo de la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología de fecha 06 de Mayo del 2015, y 

resulta imposible que en el mismo acto, el mismo día, la misma ´Comisión, 

emitiera dos resoluciones par aun mismo acto y por ende dos cargas 

desproporcionadas y distintas a la misma petición, además de la falta de 

facultades que asisten a la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y 

Ecología, ya que la misma no es autoridad, y por ende no puede emitir actos que 

deriven en cargas a particulares que puedan llegar a vulnerar sus derechos”. - - - - 

3.- “… de acuerdo al principio de proporcionalidad, para que el acto de autoridad 

sea justificable debe haber proporción en sus consecuencias. Así las cosas, debe 

cumplir con tres sub principios básicos como son: 

Idoneidad, que los medios adoptados por la autoridad sean aptos para alcanzar 

un fin constitucional legítimo. Y como se advierte del oficio que se recurre, en 

ningún momento la autoridad respeto este sub principio, toda vez que sin 

fundamentar y motivar su actuación, impuso una carga desproporcionada, en 

razón del derecho adquirido. 

Necesidad, para que la medida no restrinja el derecho más allá de lo 

estrictamente necesario para la satisfacción del fin invocado. Es decir, la autoridad 

no acreditó que la medida impuesta era necesaria y proporcional, en virtud de la 

carga del derecho invocado de aumentar la densidad del fraccionamiento de 435 a 

455 lotes habitacionales, es decir, menos del 5%, por lo que no representa un 

impacto que justifique la necesidad de la medida.  

Proporcionalidad en sentido estricto, que supone el ejercicio de balancear o 

ponderar los beneficios de la medida impuesta contra los costos de haber incurrido 

en la vulneración de un derecho fundamental. En este caso la condicionante 

impuesta bajo el oficio que se impugna vulnera el derecho fundamental de la 

libertad individual de mi representada, respecto del derecho adquirido por acuerdo 

S.O. 12/13, ya que afectaría su patrimonio sin proporción en comparación con la 

modificación solicitada y el impacto urbano que ella conlleva”. - - - - - - - - - - - - - - - 

4.- “… la violación a la elemental garantía de legalidad, ya que la autoridad en el 

acto que se impugna y se identifica como Oficio PUF 310-15, signado por los C.C. 

Arq. Guillermo Monarrez Vota, Director de Desarrollo Urbano y Ecología y el Ing. 

Gabriel Martín Valdez Juárez, en su carácter de Subdirector de Programación 

Urbana, omitieron fundar y motivar su resolución, acto de autoridad que trae 

aparejada una acción en contra de mi libertad individual al imponerme una carga 

desproporcionada en el ejercicio de mi derecho de petición a la modificación del 

acuerdo del H. Ayuntamiento S.O. 12/13, ya que sin mediar razonamiento técnico 
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ni jurídico, decidió imponer una determinación que no tiene sustento en 

normatividad alguna, pues no existe fundamentación que autorice a esa u otra 

autoridad, a imponer una carga como la que se estableció en el acuerdo de 

antecedentes…”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Para acreditar lo anterior el recurrente allegó como medio de convicción los 

siguientes: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

A) Documental pública consistente en copias certificadas de la Escritura Pública 

número cuatro mil ciento uno, celebrada con fecha quince de marzo del año dos 

mil trece, ante la fe de la (ELIMINADO: cinco palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.), adscrita a la Notaría Pública número Dos 

de este Distrito Morelos, de Estado de Chihuahua, en funciones de Notaria por 

ausencia de su titular, el (ELIMINADO: cuatro palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.), misma que, por ser de las que menciona 

el artículo 310 fracción X del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Chihuahua, de aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 234 del 

Reglamento Interior del Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio pleno, 

de conformidad con lo dispuesto por el artículo 380 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

B) Documental pública consistente en copias certificadas de la escritura Pública 

(ELIMINADO: seis palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), de fecha diecisiete de julio del año dos mil trece, celebrada ante la 

fe de (ELIMINADO: cinco palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo 

primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En 

virtud de que contiene datos personales concernientes a una persona identificada 

o identificable.), titular de la Notaria Doscientos Veintitrés, del Distrito Federal, 

México; misma que, por ser de las que menciona el artículo 310 fracción X del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, de aplicación 

supletoria por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior del 

Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio pleno, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 380 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

C) Documental pública consistente en copia simple del oficio número PUF 

310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, emitido por la Dirección de 
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Desarrollo Urbano y Ecología, signado en ausencia por el Subdirector de 

Programación Urbana, con residencia en este Municipio; misma que, haber sido 

remitida por la autoridad impugnada en copia certificada, y por ser de las que 

menciona el artículo 310 fracción II y V del Código de Procedimientos Civiles del 

Estado de Chihuahua, de aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 

234 del Reglamento Interior del Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio 

pleno, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 380 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

D) Documental pública consistente en copia simple del oficio número PUF 

310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, emitido por Director de 

Desarrollo Urbano y Ecología, y la Subdirector de Programación Urbana, con 

residencia en este Municipio; misma que, haber sido remitida por la autoridad 

impugnada en copia certificada, y por ser de las que menciona el artículo 310 

fracción II y V del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, de 

aplicación supletoria por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento 

Interior del Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio pleno, de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 380 del Código de Procedimientos 

Civiles del Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

E) Documental pública consistente en copia simple del acuerdo del H. 

Ayuntamiento de Chihuahua, de fecha veinte de junio del año dos mil trece, de la 

Sesión S.O. 12/13; misma que, haber sido remitida por la autoridad impugnada en 

copia certificada, y por ser de las que menciona el artículo 310 fracción II y V del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, de aplicación 

supletoria por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior del 

Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio pleno, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 380 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

F) Documental privada consistente en copia simple del escrito de solicitud de 

modificación presentado ante la Dirección de Desarrollo Urbano, de fecha cuatro 

de noviembre de des mil catorce, signado por el promovente, con sello de recibido 

de fecha cinco de noviembre del año dos mil catorce; misma que adquiere valor 

probatorio de indicios, de conformidad con lo establecido por el artículo 384 del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, aplicable 

supletoriamente por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior 

del Municipio de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

G) Documental privada consistente en Plano Geométrico del proyecto autorizado 

de la Sesión Ordinaria 12/13 del H. Ayuntamiento de Chihuahua; misma que 

adquiere valor probatorio de indicios, de conformidad con lo establecido por el 

artículo 384 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, 



- - 8 

aplicable supletoriamente por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento 

Interior del Municipio de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

H) Documental privada consistente en Plano Geométrico del Proyecto de la 

propuesta de modificación de (ELIMINADO: ocho palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.); misma que adquiere valor probatorio de 

indicios, de conformidad con lo establecido por el artículo 384 del Código de 

Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, aplicable supletoriamente por 

disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior del Municipio de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

I) Documental pública consistente en minutas de acuerdo de la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología, de fecha seis de mayo del año dos 

mil quince, misma que, por haber sido remitida por la autoridad impugnada en 

copia certificada, y por ser de las que menciona el artículo 310 fracción II y V del 

Código de Procedimientos Civiles del Estado de Chihuahua, de aplicación 

supletoria por disposición expresa del artículo 234 del Reglamento Interior del 

Municipio de Chihuahua, adquiere valor probatorio pleno, de conformidad con lo 

dispuesto por el artículo 380 del Código de Procedimientos Civiles del Estado de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por otra parte, el acto impugnado establece, en lo sustancial: - - - - - - - - - - - - - - -

“…CONDICIONES 

 Deberá respetar los términos y condiciones en que fue aprobado el 

Fraccionamiento Habitacional mediante Acuerdo de Ayuntamiento S.O. 12/13. 

 Deberá llevar a cabo la prolongación de la (ELIMINADO: tres palabras. 

Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene 

datos personales concernientes a una persona identificada o identificable.), en 

su cuerpo norte, con un crecimiento hacia el eje de la vialidad desde la 

(ELIMINADO: nueve palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo 

primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información 

Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a una 

persona identificada o identificable.), lo anterior de forma conjunta entre 

(ELIMINADO: nuee palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero 

de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En 

virtud de que contiene datos personales concernientes a una persona 

identificada o identificable.), de conformidad con el croquis anexo que forma 

parte del presente oficio” (sic). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  
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 Ahora bien, al informe rendido por la autoridad recurrida el día once de 

septiembre de dos mil quince, la misma anexó las siguientes pruebas: - - - - - - - - - 

A) Documental pública consistente en copia certificada del oficio número PUF 

310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, emitido por la Dirección de 

Desarrollo Urbano y Ecología, signado en ausencia por el Subdirector de 

Programación Urbana, con residencia en este Municipio, a la cual ya se le otorgó 

valor probatorio pleno.- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- 

B) Documental pública, consistente en copia certificada del oficio número PUF 

310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, emitido por Director de 

Desarrollo Urbano y Ecología, y la Subdirector de Programación Urbana, con 

residencia en este Municipio; a la cual ya se le otorgó valor probatorio pleno. - - - -

C) Documental pública, consistente en copia certificada del acuerdo del H. 

Ayuntamiento de Chihuahua, tomado dentro del punto número ocho del orden del 

día de la Sesión Ordinaria número S.O. 12/13, desarrollada en fecha veinte de 

junio del año dos mil trece, misma que se tiene por desahogada de inmediato 

dada su singular y especial naturaleza, y por obrar en autos, por lo que será 

valorada en el momento procesal oportuno. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

D) Documental pública, consistente en copia certificada de la minuta de acuerdo 

de la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología, de fecha seis de 

mayo del año dos mil quince; a la cual ya se le otorgó valor probatorio pleno. - - - -

E) Documental pública, consistente en copia certificada del escrito de solicitud de 

modificación presentado ante la Dirección de Desarrollo Urbano, de fecha cuatro 

de noviembre de des mil catorce, (ELIMINADO: dieciocho palabras. Fundamento 

Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso 

a la información Pública. En virtud de que contiene datos personales 

concernientes a una persona identificada o identificable.), con sello de acuse de 

recibido de fecha cinco de noviembre del año dos mil catorce; a la cual ya se le 

otorgó valor probatorio pleno. Por lo anterior, esta autoridad llega a la convicción 

de que la autoridad impugnada contaba con las documentales descritas al 

momento de emitir el acto recurrido. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

QUINTO.- Previo a entrar al análisis de los agravios expresados por la parte 

recurrente, resulta necesario resolver la cuestión planteada por la autoridad 

recurrida con relación a la necesidad de llamar a juicio a la Comisión de Regidores 

de Desarrollo Urbano y Ecología, toda vez que la Dirección de Desarrollo Urbano y 

Ecología señala en su informe lo siguiente: “…en virtud de que el motivo del 

presente recurso legal, lo constituye la condicionante del oficio en comento y ya 

precisada, la cual como se ha venido estableciendo obedece a una 

DETERMINACIÓN de la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y NO 

determinación de esta Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología, por lo tanto, a 
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criterio de esta dependencia, en todo caso, debe ser llamada a juicio la Comisión 

de Regidores de Desarrollo Urbano, que intervinieron en la citada Sesión Ordinaria 

(33/2015)” (sic). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Al respecto, tenemos que la parte recurrente, al interponer el presente medio de 

impugnación, señaló como acto recurrido el oficio número PUF 310/2015, de fecha 

ocho de mayo de dos mil quince, emitido por Director de Desarrollo Urbano y 

Ecología, y la Subdirector de Programación Urbana, del Municipio de Chihuahua, 

siendo la única autoridad emisora de dicho acto la Dirección de Desarrollo Urbano 

y Ecología, sin que para la emisión de dicho acto contribuyera la Comisión en 

cuestión, es decir, el oficio en referencia es signado únicamente por funcionarios 

pertenecientes a la Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología, y no por quienes 

integran la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología. - - - - - - - - - -

Al respecto es necesario mencionar que la decisión tomada por la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología, de imponer la condicionante en 

cuestión, forma parte de los motivos y razones por los cuales la misma autoridad 

recurrida toma la determinación de solicitar a la parte ahora recurrente que al 

momento de presentar su Proyecto Ejecutivo el mismo cumpla con la 

condicionante en cuestión, sin embargo eso no significa que la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología sea la autoridad que directamente 

impone dicha condicionante. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Lo anterior aunado a que los actos llevados a cabo por las comisiones de 

regidores no son impugnables mediante los recursos administrativos establecidos 

en el Código Municipal para el Estado de Chihuahua, toda vez que los mismos no 

constituyen actos de autoridad. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En efecto, a fin de establecer si estamos en presencia de un acto de autoridad 

debe ante todo atenderse a la norma legal para examinar si la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología está facultada o no, para tomar 

decisiones o dictar resoluciones que afecten, unilateralmente, la esfera jurídica del 

particular. En ese orden de ideas, según las consideraciones que anteceden, es 

de concluirse que una autoridad es la que teniendo las características de órgano 

público que le dan las normas jurídicas, tiene la potestad de emitir o realizar actos 

unilaterales a través de los cuales crea, modifica o extingue, por sí o ante sí, 

situaciones jurídicas que afectan la esfera de los gobernados sin requerir de la 

voluntad del afectado o aun en contra de ella; por tanto, las características de un 

acto de autoridad, son las siguientes: 1. Que tenga características de órgano 

público. 2. Que las normas jurídicas le otorguen potestad para actuar. 3. Que 

emita o realice actos unilaterales que afecten la esfera jurídica de los gobernados. 

Al respecto resulta aplicable, por analogía, la tesis P. XXVII/97, emitida por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, localizable en el Semanario 
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Judicial de la Federación y su Gaceta, en la página 118, tomo V, correspondiente 

al mes de febrero de 1997, Novena Época, con número de registro IUS 199459, y 

bajo el siguiente rubro y texto: “AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE 

AMPARO. LO SON AQUELLOS FUNCIONARIOS DE ORGANISMOS PUBLICOS 

QUE CON FUNDAMENTO EN LA LEY EMITEN ACTOS UNILATERALES POR 

LOS QUE CREAN, MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURIDICAS QUE 

AFECTAN LA ESFERA LEGAL DEL GOBERNADO. Este Tribunal Pleno 

considera que debe interrumpirse el criterio que con el número 300 aparece 

publicado en la página 519 del Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 

1917-1988, Segunda Parte, que es del tenor siguiente: "AUTORIDADES PARA 

EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. El término 'autoridades' para los efectos del 

amparo, comprende a todas aquellas personas que disponen de la fuerza pública 

en virtud de circunstancias, ya legales, ya de hecho, y que, por lo mismo, estén en 

posibilidad material de obrar como individuos que ejerzan actos públicos, por el 

hecho de ser pública la fuerza de que disponen.", cuyo primer precedente data de 

1919, dado que la realidad en que se aplica ha sufrido cambios, lo que obliga a 

esta Suprema Corte de Justicia, máximo intérprete de la Constitución Política de 

los Estados Unidos Mexicanos, a modificar sus criterios ajustándolos al momento 

actual. En efecto, las atribuciones del Estado Mexicano se han incrementado con 

el curso del tiempo, y de un Estado de derecho pasamos a un Estado social de 

derecho con una creciente intervención de los entes públicos en diversas 

actividades, lo que ha motivado cambios constitucionales que dan paso a la 

llamada rectoría del Estado en materia económica, que a su vez modificó la 

estructura estadual, y gestó la llamada administración paraestatal formada por los 

organismos descentralizados y las empresas de participación estatal, que 

indudablemente escapan al concepto tradicional de autoridad establecido en el 

criterio ya citado. Por ello, la aplicación generalizada de éste en la actualidad 

conduce a la indefensión de los gobernados, pues estos organismos en su 

actuación, con independencia de la disposición directa que llegaren a tener o no 

de la fuerza pública, con fundamento en una norma legal pueden emitir actos 

unilaterales a través de los cuales crean, modifican o extinguen por sí o ante sí, 

situaciones jurídicas que afecten la esfera legal de los gobernados, sin la 

necesidad de acudir a los órganos judiciales ni del consenso de la voluntad del 

afectado. Esto es, ejercen facultades decisorias que les están atribuidas en la ley y 

que por ende constituyen una potestad administrativa, cuyo ejercicio es 

irrenunciable y que por tanto se traducen en verdaderos actos de autoridad al ser 

de naturaleza pública la fuente de tal potestad. Por ello, este Tribunal Pleno 

considera que el criterio supracitado no puede ser aplicado actualmente en forma 

indiscriminada sino que debe atenderse a las particularidades de la especie o del 
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acto mismo; por ello, el juzgador de amparo, a fin de establecer si a quien se 

atribuye el acto es autoridad para efectos del juicio de amparo, debe atender a la 

norma legal y examinar si lo faculta o no para tomar decisiones o resoluciones que 

afecten unilateralmente la esfera jurídica del interesado, y que deben exigirse 

mediante el uso de la fuerza pública o bien a través de otras autoridades”. - - - - - -

Ahora bien, el artículo 72 Reglamento Interior del Honorable Ayuntamiento de 

Chihuahua, señala: “Artículo 72.- Las comisiones del Honorable Ayuntamiento son 

órganos colegiados que se integran necesariamente por regidores, cuyas 

funciones son las de analizar y discutir las iniciativas, proyectos, y en general los 

asuntos que les sean turnados por el Presidente para elaborar, en su caso, los 

dictámenes correspondientes”. Según lo anterior, la función de las comisiones de 

regidores, entre las que se encuentra la de Desarrollo Urbano y Ecología, es la de 

analizar y discutir iniciativas, proyectos, y en general los asuntos turnados por el 

Presidente, pero dentro de las funciones de las comisiones de regidores no se 

encuentra la de emitir actos definitivos, sino que su función concreta es la de 

elaborar los dictámenes que deben ser sometidos a votación del Ayuntamiento. En 

este sentido, en los artículos 72 a 95-bis del Reglamento Interior del Honorable 

Ayuntamiento de Chihuahua, se describen las funciones y facultades de las 

comisiones de regidores, y en ellos se detalla el procedimiento a seguir por dichas 

comisiones para elaborar sus dictámenes y que los mismos sean aprobados por el 

Honorable Ayuntamiento de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Según lo anterior, será el Ayuntamiento quien resuelva si se aprueba o no el 

dictamen elaborado por la Comisión de Regidores, por lo que es claro que el acto 

de autoridad, que en todo caso afecta la esfera jurídica de los particulares, será la 

aprobación que en su momento realice el Honorable Ayuntamiento de Chihuahua, 

y no el dictamen elaborado por la Comisión, cuya subsistencia se encuentra 

condicionado sub iudice a que sea aprobado por el Ayuntamiento. - - - - - - - - - - - - 

Ahora bien, no pasa desapercibido que la Dirección de Desarrollo Urbano y 

Ecología señala que la condicionante del oficio impugnado obedece a una 

determinación de la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y no una 

determinación de la autoridad impugnada; al respecto cabe señalar que, como se 

dijo anteriormente, las determinaciones de la Comisión de Regidores de Desarrollo 

Urbano y Ecología no constituyen resoluciones definitivas, sino que sus 

determinaciones deben ser sometidas a aprobación del Ayuntamiento, es decir, 

aún y cuando la citada Comisión de Regidores señale la mencionada 

condicionante, dicha determinación no constituye sino una propuesta que en todo 

caso debe ser sometida ante el Cabildo, como se desprende de las facultades de 

las comisiones de regidores, antes descritas. Por otra parte, la Dirección de 

Desarrollo Urbano y Ecología es la única autoridad facultada para fijar los 
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requisitos y documentos a que deberán sujetarse el ahora recurrente, según se 

desprende de lo que señala el artículo 11 fracción I del Reglamento de Desarrollo 

Urbano Sostenible del Municipio de Chihuahua, el cual señala: “Artículo 11.- 

Corresponde a la Dirección:  

I. Fijar los requisitos y documentos a que deberán sujetarse acciones de 

aprovechamiento urbano que requiera el fraccionamiento, fusión, relotificación de 

terrenos o subdivisión, el establecimiento de régimen de propiedad en condominio 

o la edificación, modificación, ampliación, reparación, uso, mantenimiento y 

demolición de construcciones dentro del territorio municipal; …”. - - - - - - - - - - - - -

Por lo anterior, a juicio de esta autoridad, le correspondió exclusivamente a la 

Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología la imposición de la condicionante 

señalada en el acto recurrido y que es motivo de inconformidad de la parte ahora 

recurrente, y por ello le corresponde a dicha dependencia la defensa de sus 

propios actos, como lo es el oficio impugnado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Por todo lo anterior es posible determinar que la intención de la parte recurrente es 

impugnar la determinación tomada por la Dirección de Desarrollo Urbano, y no los 

actos de la Comisión de Regidores en cuestión, por lo que no es posible que se 

tenga a la parte recurrente interponiendo recurso alguno en contra de los actos de 

la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología, y por ello no es 

posible llamarla a juicio. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

SEXTO.- A fin de emprender al análisis de los agravios expresados por la parte 

recurrente, y para un mejor entendimiento de los mismos, resulta necesario 

enumerar, como antecedentes, los siguientes hechos: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

1) Durante la Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de Chihuahua, identificada con el 

número S.O. 12/13, desarrollada el día veinte de junio del año dos mil trece, 

dentro del punto número ocho del orden del día, dicho órgano colegiado resolvió 

como procedente la solicitud presentada por la moral denominada (ELIMINADO: 

veintiún palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley 

General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.). - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -- - - - - - - - - - - 

2) El día cinco de noviembre del año dos mil catorce, mediante escrito presentado 

ante la Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología, el ahora recurrente solicitó una 

modificación al acuerdo descrito en el numeral anterior, a fin de cambiar la 

lotificación de (ELIMINADO: once palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 

párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información 

Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a una persona 

identificada o identificable.), del proyecto denominado (ELIMINADO: tres palabras. 

Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 
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Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.). Dicha 

modificación implicaría que en lugar de doce lotes habitacionales, se estableciera 

solamente uno, para desarrollar un proyecto de vivienda vertical, con un total de 

32 viviendas. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

3) En respuesta a dicha solicitud, la Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología 

sometió el asunto a consideración de la Comisión de Regidores de Desarrollo 

Urbano y Ecología, en la Sesión Ordinaria número 33/2015, donde dicho órgano 

aprobó la modificación solicitada en el punto número cinco del orden del día, pero 

posteriormente, en el punto número seis, se señaló la siguiente condicionante: 

“Realizar la construcción del tercer carril que corresponde a su tramo en la 

(ELIMINADO: tres palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.)”, y se agregó: “la condicionante anterior opera también para el 

acuerdo que se toma en el punto V del orden del día, por lo que también se le 

condiciona al promotor a la construcción del tercer carril en el que corresponde a 

su tramo”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

4) Con base en lo anterior, la Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología emitió el 

oficio número PUF 310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, signado 

en ausencia por el Subdirector de Programación Urbana del Municipio de 

Chihuahua. Asimismo, emitió el oficio identificado también con el número PUF 

310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil quince, emitido por la Dirección de 

Desarrollo Urbano y Ecología, signado por los el arquitecto Guillermo Humberto 

Monárrez Vota, en su carácter de Director de Desarrollo Urbano y Ecología, y el 

ingeniero Gabriel Martín Valdez Juárez, en su carácter de Subdirector de 

Programación Urbana, el cual, según lo expresado por la misma autoridad 

recurrida en su informe, presentado el día once de septiembre del año dos mil 

quince, dejó sin efectos el primero de los mencionados documentos en el presente 

numeral. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

SÉPTIMO.- Entrando al análisis de los agravios expresados por la parte 

recurrente, tenemos que el primero de los mismos resulta infundado, en virtud de 

las siguientes consideraciones: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

El agravio en análisis se puede dividir para su estudio en dos partes, la primera 

consiste esencialmente en que, según la parte recurrente, el acto impugnado 

representa una violación a su derecho adquirido a través del acuerdo tomado en la 

Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de Chihuahua, identificada con el número S.O. 

12/13, desarrollada el día veinte de junio del año dos mil trece, dentro del punto 

número ocho del orden del día, antes descrito, en el que se le otorgó la 
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autorización para desarrollar (ELIMINADO: cinco palabras. Fundamento Legal: 

Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la 

información Pública. En virtud de que contiene datos personales concernientes a 

una persona identificada o identificable.). La segunda parte de su agravio consiste 

en que, según la misma recurrente, se le impone una carga que no tiene sustento 

en la facultad de la autoridad y/o autoridades que le emitieron, toda vez que 

resulta a todas luces desmedida la carga impuesta con relación al derecho 

invocado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En cuanto a la primera parte de su agravio, es necesario indicar que el concepto 

doctrinalmente conocido como derecho adquirido tiene su aplicación con relación 

a situaciones concretas sobre la entrada en vigor de disposiciones legales que 

pudieran afectar los derechos de particulares que fueron adquiridos con 

anterioridad, es decir, la  teoría de los derechos adquiridos tiene relación la 

retroactividad de disposiciones generales y la aplicación retroactiva de estas, de 

manera que no encuentra cabida en el caso que nos ocupa, toda vez que tanto el 

acuerdo tomado en la Sesión Ordinaria del Ayuntamiento de Chihuahua, 

identificada con el número S.O. 12/13 dentro del punto número ocho del orden del 

día, como la solicitud que versa la relotificación de la  sexta etapa del 

fraccionamiento Puente de Cantera fueron resueltas conforme a las mismas 

normatividades. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por otra parte, es necesario señalar que el acto impugnado derivó de la petición 

realizada por la ahora recurrente a efecto de que precisamente se modificara el  

ya descrito acuerdo del Ayuntamiento, es decir, el trámite realizado a fin de que el 

Ayuntamiento otorgara la autorización para desarrollar el (ELIMINADO: cuatro 

palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.), es un trámite 

diverso al iniciado por la parte recurrente a fin de que se modifique dicha 

autorización, En efecto, el artículo 5 de la Ley de Desarrollo Urbano Sostenible del 

Estado y Ecología, al enumerar los conceptos contenidos en la misma legislación 

distingue en su fracción I las diversas acciones urbanas: “Artículo 5.- Para los 

efectos de esta Ley, se entenderá por: 

I. Acción urbana.- Acondicionamiento del espacio para el asentamiento humano 

mediante la introducción o mejoramiento de la infraestructura, comprendiendo la 

transformación del suelo rural a urbano; las subdivisiones, fusiones, 

segregaciones, lotificaciones, relotificaciones, fraccionamiento de terrenos y 

toda edificación; la rehabilitación de zonas urbanas; equipamiento y servicios 

públicos y demás procesos tendientes a la transformación, uso o aprovechamiento 

del suelo urbano;…”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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Asimismo, en la fracción XLV señala el concepto de fraccionamiento de la 

siguiente manera. “XLV.- Fraccionamiento.- La división de un terreno en 

manzanas y lotes, que requiere del trazo de una o más calles, o la ejecución de 

obras de urbanización, infraestructura, equipamiento y servicios urbanos;…”, 

mientras que la fracción LXXV define Relotificación: “LXXV. Relotificación.- La 

modificación total o parcial de la lotificación originalmente autorizada para un 

fraccionamiento;…”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Asimismo, el Título Quinto de la misma legislación, bajo el título “TÍTULO 

QUINTO: DE LOS FRACCIONAMIENTOS Y CONJUNTOS URBANOS EN 

RÉGIMEN DE CONDOMINIO”, establece las normas relacionadas con los 

fraccionamientos, incluidas la obligaciones de los fraccionadores y los diversos 

tipos de fraccionamientos, mientras que el artículo 79 del Reglamento de 

Desarrollo Urbano Sostenible del Municipio de Chihuahua establece el 

procedimiento a seguir por parte de los particulares para obtener la autorización 

del Ayuntamiento para establecer fraccionamientos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por otra parte, el artículo 156 de la Ley de Desarrollo Urbano Sostenible del 

Estado de Chihuahua señala: “Artículo 156.- Las relotificaciones en 

fraccionamientos previamente autorizados, sólo podrán llevarse a cabo cuando 

sus lotes no hayan sido vendidos al público o se cuente con la anuencia de las 

tres cuartas partes de los que hayan sido adquiridos, debiéndose otorgar un nuevo 

convenio, previo cumplimiento de las disposiciones que para la autorización de 

fraccionamientos establece esta Ley y sus Reglamentos respectivos”. De lo 

anterior se desprende, entre otras disposiciones, que a efecto de llevar a cabo la 

relotificación en un fraccionamiento previamente autorizado se deben cumplir las 

disposiciones que para la autorización de fraccionamientos establece la misma 

legislación y sus reglamentos respectivos, es decir, se trata de un trámite diverso 

al que se lleva a cabo para obtener la autorización de fraccionamientos, aunque 

para llevarse a cabo se deban cumplir las disposiciones establecidas para éste. - -

En este sentido, es claro que el trámite para llevar a cabo la relotificación de un 

fraccionamiento previamente autorizado, al implicar la modificación a las 

condiciones en las cuales fue otorgada dicha autorización, genera nuevos 

derechos y obligaciones, diversas en esencia a las otorgadas en primer lugar. Es 

decir, si no se presentara la solicitud del particular, sus derechos, adquiridos 

mediante el descrito acuerdo del Ayuntamiento, quedan vigentes, hasta no existir 

un nuevo acuerdo del Ayuntamiento que modifique al anterior, y que le establezca 

nuevos derechos y obligaciones. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

De lo anterior es dable concluir que resulta infundado el agravio expresado por la 

parte recurrente en cuanto a la primera parte, en cuanto a que no existe violación 

a derecho adquirido alguno. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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Ahora bien, la segunda parte de su agravio, relacionada con la supuesta 

imposición de una carga que no tiene sustento en las facultades de las 

autoridades que le emitieron, toda vez que resulta a todas luces desmedida la 

carga impuesta con relación al derecho invocado, tenemos que dicho argumento 

resulta también infundado, toda vez que el Reglamento de Desarrollo Urbano 

Sostenible del Municipio de Chihuahua señala expresamente: “Artículo 11.- 

Corresponde a la Dirección: 

I. Fijar los requisitos y documentos a que deberán sujetarse acciones de 

aprovechamiento urbano que requiera el fraccionamiento, fusión, relotificación de 

terrenos o subdivisión, el establecimiento de régimen de propiedad en condominio 

o la edificación, modificación, ampliación, reparación, uso, mantenimiento y 

demolición de construcciones dentro del territorio municipal;…”. de lo anterior se 

desprende que en el caso que nos ocupa la Dirección de Desarrollo Urbano y 

Ecología cuenta con la facultad para fijar los requisitos que el recurrente debe 

cumplir para lograr la relotificación de un fraccionamiento previamente autorizado. 

Lo anterior tomando en cuenta que el artículo 4 del reglamento en comento, en su 

fracción CIII, define la relotificación de la siguiente manera. “Relotificación: La 

modificación total o parcial de la lotificación originalmente autorizada para un 

fraccionamiento…”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Similar norma se encuentra en el Reglamento de OCnstruicciones y Normas 

Técnicas para el Municipio de Chihuahua, cuyo artículo 5 establece: “Artículo 5.- 

Además de las atribuciones que le confieren el Código Municipal, la Ley de 

Desarrollo Urbano Sostenible y demás disposiciones jurídicas relativas y 

aplicables a la materia, a la Dirección le corresponden las siguientes: 

I. Fijar los requisitos y documentos a que deberán sujetarse acciones de 

aprovechamiento urbano que requiere el fraccionamiento, fusión, subdivisión o 

relotificación de terrenos, el establecimiento de régimen de propiedad en 

condominio o la edificación, modificación, ampliación, reparación, uso, 

mantenimiento y demolición de construcciones dentro del territorio municipal;…”. -

Asimismo, el artículo 72 fracción VII del Reglamento Interior del Municipio de 

Chihuahua otorga facultades a la Subdirección de Programación Urbana para  

revisar y tramitar las solicitudes de fraccionamientos o relotificaciones. - - - - - - - - -

De lo anteriormente expuesto es posible concluir que la Dirección de Desarrollo 

Urbano y Ecología sí tiene facultades para establecer los requisitos que los 

particulares deberán cumplir para la aprobación de fraccionamientos, así como 

para relotificación de los mismos, y aunado a ello, la Subdirección de 

programación urbana tiene la facultad de revisar y tramitar la solicitud realizada de 

relotificación del fraccionamiento previamente autorizado, contrario a lo que alega 

la parte ahora recurrente en el argumento en análisis, el cual, por ello, resulta 
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infundado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

No pasa desapercibido para esta autoridad que la parte recurrente señala que la 

carga impuesta por la autoridad recurrida resulta desmedida con relación al 

derecho invocado. Debe señalarse que dicho argumento está contenido en el 

agravio tercero, respecto al cual esta autoridad no puede pronunciarse, en virtud 

de la falta de motivación y fundamentación del acto impugnado, lo cual será objeto 

de estudio al examinar el cuarto agravio señalado por la parte recurrente. - - - - - - - 

En cuanto al segundo de los agravios, anteriormente transcrito, el mismo resulta 

infundado en virtud de los siguientes razonamientos: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En esencia, el agravio en análisis consiste en que, según la parte recurrente, la 

emisión de dos diversos oficios en la misma fecha, con el mismo número de oficio, 

y signado por diversas autoridad le afecta en cuanto a que le impone dos cargas 

desproporcionadas y distintas a la misma petición. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Al respecto es preciso mencionar que al momento de emitir la presente resolución 

se tuvo a la vista el Recursos Administrativo de Revisión que se tramitó ante la 

Contraloría Jurídica, adscrita a la Secretaría del Ayuntamiento, bajo el número de 

expediente RA25/2015, el cual constituye un hecho notorio para esta autoridad, y 

de conformidad con lo que establece la tesis jurisprudencial 2a./J. 103/2007, 

consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, tomo XXV, junio 

de dos mil siete, página 285, Novena Época, de materia común, dictada por la 

Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, bajo el número de 

registro 172215, con el siguiente rubro y texto: “HECHO NOTORIO. PARA QUE SE 

INVOQUE COMO TAL LA EJECUTORIA DICTADA CON ANTERIORIDAD POR EL 

PROPIO ÓRGANO JURISDICCIONAL, NO ES NECESARIO QUE LAS 

CONSTANCIAS RELATIVAS DEBAN CERTIFICARSE. Conforme al artículo 88 del 

Código Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria a la Ley de 

Amparo, los órganos jurisdiccionales pueden invocar hechos notorios aun cuando 

no hayan sido alegados ni demostrados por las partes. Así, los titulares de los 

órganos jurisdiccionales pueden válidamente invocar como hechos notorios las 

resoluciones que hayan emitido, sin que resulte necesaria la certificación de las 

mismas, pues basta con que al momento de dictar la determinación correspondiente 

la tengan a la vista”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Ahora bien, el citado Recurso Administrativo de Revisión, tramitado bajo el número 

de expediente RA25/2015, fue interpuesto por la parte aquí recurrente en contra del 

primero de los oficios que se emitió bajo el número PUF 310/2015, descrito en el 

numeral 4) del considerando sexto de la presente resolución. Mediante auto de 

fecha veintiuno de septiembre del año dos mil quince, en dicho medio de 

impugnación se determinó que el acto ahí impugnado dejó de surtir efectos, puesto 

que la autoridad no le otorga efecto jurídico alguno, y por ello se actualizó la 
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hipótesis contenida en el artículo 256 fracción I del Reglamento Interior del 

Municipio de Chihuahua, en el sentido de que el acto impugnado no afecta los 

intereses jurídicos de la parte recurrente. Dicha determinación fue confirmada en 

Juicio de Amparo, promovido por la aquí recurrente, y radicado bajo el número 

1331/2015-III del índice del Juzgado Octavo de Distrito en el Estado de Chihuahua, 

en el que se dictó sentencia el día veintinueve de enero del año dos mil dieciséis. - -

En este sentido tenemos que, por virtud de la manifestación expresa de la autoridad 

impugnada, el oficio número PUF 310/2015, de fecha ocho de mayo de dos mil 

quince, signado en ausencia por el Subdirector de Programación Urbana del 

Municipio de Chihuahua, es decir, el primero de los oficios emitidos con el mismo 

número y fecha, dejó de tener efectos, y por ello no le impone ninguna carga a la 

parte ahora recurrente, es decir, es  falso que la emisión de dos diversos oficios en 

la misma fecha, con el mismo número de oficio, y signado por diversas autoridad le 

imponga dos cargas desproporcionadas y distintas a la misma petición, sino que 

sólo se le imponen las cargas contenidas en el segundo de los señalados oficios, el 

aquí recurrido. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

De lo anterior se desprende que es infundado el agravio en análisis, toda vez que la 

emisión de dos diversos oficios en la misma fecha, con el mismo número de oficio, y 

signado por diversas autoridad no le impone a la parte recurrente dos cargas 

desproporcionadas y distintas a la misma petición. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por otra parte, dentro del agravio en análisis, se contienen dos argumentos más, 

consistentes esencialmente, el primero de ellos, en que la autoridad impugnada 

condiciona el libre ejercicio de los derechos de la recurrente a la voluntad de un 

tercero, toda vez que se le impone la obligación de ampliar la prolongación de la 

(ELIMINADO: tres palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la 

Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que 

contiene datos personales concernientes a una persona identificada o 

identificable.), en su cuerpo Norte, con un crecimiento hacia el eje de la vialidad 

desde la (ELIMINADO: diez palabras. Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo 

primero de la Ley General de Transparencia y Acceso a la información Pública. En 

virtud de que contiene datos personales concernientes a una persona identificada 

o identificable.), lo anterior en forma conjunta con (ELIMINADO: seis palabras. 

Fundamento Legal: Artículo 116 párrafo primero de la Ley General de 

Transparencia y Acceso a la información Pública. En virtud de que contiene datos 

personales concernientes a una persona identificada o identificable.); el segundo 

argumento consiste en la falta de facultades que asisten a la Comisión de Regidores 

de Desarrollo Urbano y Ecología, ya que la misma no es autoridad, y por ende no 

puede emitir actos que deriven en cargas a particulares que puedan llegar a 

vulnerar sus derechos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -
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Respecto al primero de dichos argumentos, debe señalarse que dicho argumento 

está contenido en el agravio tercero, respecto al cual esta autoridad no puede 

pronunciarse, en virtud de la falta de motivación y fundamentación del acto 

impugnado, lo cual será objeto de estudio al examinar el cuarto agravio señalado 

por la parte recurrente. - - - - - -  - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En cuanto al segundo de los argumentos en mención, como se dijo anteriormente, 

los actos llevados a cabo por la Comisión de Regidores de Desarrollo Urbano y 

Ecología no son objeto del presente medio de impugnación, toda vez que los 

mismos no le afectan a la recurrente, al no ser en sí mismos actos de autoridad, y 

en todo caso la carga que se deriva del acto impugnado fue establecida por la 

Dirección de Desarrollo Urbano y Ecología, la cual sí cuenta con las facultades 

necesarias para establecer los requisitos que considere necesarios para la 

relotificación de fraccionamientos previamente aprobados. En este sentido, resulta 

infundado el agravio en análisis en cuanto al argumento señalado. - - - - - - - - - - - - -

En cuanto al tercero de los agravios señalados por la parte recurrente, tenemos que 

no es posible emitir un pronunciamiento al respecto, en virtud de la falta de 

motivación y fundamentación del acto impugnado, lo cual será objeto de estudio al 

examinar el cuarto agravio señalado por la parte recurrente. - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En este sentido, en cuanto al cuarto de los agravios, el mismo resulta fundado, y 

suficiente para revocar el acto recurrido, de acuerdo con los siguientes 

argumentos: - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

El agravio en análisis consiste, esencialmente, en la violación a la garantía de 

legalidad, ya que la autoridad omitió fundar y motivar la resolución impugnada, ya 

que sin mediar razonamiento técnico ni jurídico, decidió imponer una 

determinación que, a juicio de la recurrente, no tiene sustento en normatividad 

alguna, pues no existe fundamentación que autorice a esa u otra autoridad, a 

imponer una carga como la que se estableció. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Al respecto tenemos que, efectivamente, tal y como lo señala la parte recurrente, 

el acto impugnado, en cuanto a la imposición de la citada condicionante, carece de 

la fundamentación y motivación que debe tener todo acto de autoridad, 

incumpliendo con el derecho de petición consagrado en el artículo 8º de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En este sentido, esta autoridad resolutora se encuentra imposibilitada para entrar 

al análisis del fondo del agravio tercero, toda vez que resulta imposible conocer las 

razones y motivos, así como los fundamentos legales, que llevaron a la autoridad 

impugnada a emitir su acto, y por ello no es posible analizar si esos motivos y 

fundamentos resultan o no aplicables al caso concreto, es decir, no es posible 

emitir una resolución de fondo. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Con respecto a lo anterior, resulta aplicable la tesis de jurisprudencia 2a./J. 
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52/2001, sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación, consultable en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo 

XIV, noviembre de 2001, página 32, Novena Época, y bajo el siguiente rubro y 

texto: "COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. LA 

NULIDAD DECRETADA POR NO HABERLA FUNDADO NO PUEDE SER PARA 

EFECTOS, EXCEPTO EN LOS CASOS EN QUE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA 

RECAIGA A UNA PETICIÓN, INSTANCIA O RECURSO. Si la ausencia de 

fundamentación de la competencia de la autoridad administrativa que emite el acto 

o resolución materia del juicio de nulidad correspondiente, incide directamente 

sobre la validez del acto impugnado y, por ende, sobre los efectos que éste puede 

producir en la esfera jurídica del gobernado, es inconcuso que esa omisión impide 

al juzgador pronunciarse sobre los efectos o consecuencias del acto o resolución 

impugnados y lo obliga a declarar la nulidad de éstos en su integridad, puesto que 

al darle efectos a esa nulidad, desconociéndose si la autoridad demandada tiene o 

no facultades para modificar la situación jurídica existente, afectando la esfera del 

particular, podría obligarse a un órgano incompetente a dictar un nuevo acto o 

resolución que el gobernado tendría que combatir nuevamente, lo que provocaría 

un retraso en la impartición de justicia. No obsta a lo anterior el hecho de que si la 

autoridad está efectivamente facultada para dictar o emitir el acto de que se trate, 

pueda subsanar su omisión; además, en aquellos casos en los que la resolución 

impugnada se haya emitido en respuesta a una petición formulada por el 

particular, o bien, se haya dictado para resolver una instancia o recurso, la 

sentencia de nulidad deberá ordenar el dictado de una nueva, aunque dicho efecto 

sólo tuviera como consecuencia el que la autoridad demandada se declare 

incompetente, pues de otra manera se dejarían sin resolver dichas peticiones, 

instancias o recursos, lo que contravendría el principio de seguridad jurídica 

contenido en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos". - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Lo subrayado es para dar énfasis. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Asimismo, es aplicable la tesis jurisprudencial P./J. 45/98, emitida por el Pleno de 

la Suprema Corte de Justicia de la Nación, consultable en el Semanario Judicial 

de la Federación y su Gaceta, Tomo VIII, septiembre de 1998, página 5 y 

Apéndice 2000, Tomo I, Const., Jurisprudencia SCJN, tesis 490, página 564, 

Novena Época, y con el siguiente rubro y texto: "SENTENCIAS DE NULIDAD 

FISCAL PARA EFECTOS. EL ARTÍCULO 239, FRACCIÓN III, ÚLTIMO 

PÁRRAFO, DEL CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE ESTABLECE ESE 

SENTIDO ANTE LA ACTUALIZACIÓN DE LA AUSENCIA DE 

FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LA RESOLUCIÓN IMPUGNADA, NO 

VIOLA LA GARANTÍA DE LEGALIDAD CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 16 



- - 22 

CONSTITUCIONAL.- El sentido de lo dispuesto en el último párrafo de la fracción 

III, del artículo 239 del Código Fiscal de la Federación, en cuanto a que el Tribunal 

Fiscal de la Federación debe emitir una sentencia de nulidad para efectos cuando 

se actualice la causal prevista en la fracción II, del artículo 238 del mismo 

ordenamiento legal, referente a la ausencia de fundamentación y motivación de la 

resolución impugnada, se desentraña relacionándolo armónicamente con el 

párrafo primero de esa misma fracción, dado que así se distingue la regla de que 

la sentencia puede declarar la nulidad de la resolución para determinados efectos 

y una excepción, cuando la resolución involucra las facultades discrecionales de la 

autoridad administrativa. Reconocida esa distinción en la hipótesis en que la 

resolución carece de fundamentación y motivación (artículo 238, fracción II), y la 

variada competencia que la Ley Orgánica del Tribunal Fiscal de la Federación 

otorga al mismo tribunal, descuella, que para poder determinar cuándo la 

sentencia de nulidad debe obligar a la autoridad administrativa a dictar una nueva 

resolución, y cuándo no debe tener tales efectos, es necesario acudir a la génesis 

de la resolución impugnada, a efecto de saber si se originó con motivo de un 

trámite o procedimiento de pronunciamiento forzoso, o con motivo del ejercicio de 

una facultad discrecional. Cuando la resolución se dictó como culminación de un 

procedimiento o en relación con una petición, donde el orden jurídico exige de la 

autoridad un pronunciamiento, la reparación de la violación detectada no se colma 

con la simple declaración de nulidad, sino que es preciso que se obligue a la 

autoridad a dictar otra, para no dejar incierta la situación jurídica del administrado, 

en el sentido que sea, pero fundada y motivada. Consideración y conclusión 

diversa amerita el supuesto en que la resolución nace del ejercicio de una facultad 

discrecional de la autoridad, en la que opera la excepción señalada, dado que el 

tribunal, al declarar la nulidad de la resolución, no puede obligar a la autoridad 

administrativa a que dicte nueva resolución, porque equivaldría a que se 

sustituyera a la autoridad administrativa en la libre apreciación de las 

circunstancias y oportunidad para actuar que le otorgan las leyes, 

independientemente de que también perjudicaría al administrado actor en vez de 

beneficiarlo, ya que al darle ese efecto a la nulidad, se estaría obligando a la 

autoridad a actuar, cuando ésta, podría no encontrar elementos para fundar y 

motivar una nueva resolución, debiendo abstenerse de emitirla. Por la misma 

causa, la sentencia que declara nula una resolución infundada e inmotivada, 

emitida en ejercicio de facultades discrecionales, no puede impedir que la 

autoridad administrativa pronuncie una nueva resolución, en virtud de que con tal 

efecto le estaría coartando su poder de decisión, sin haber examinado el fondo de 

la controversia. Las conclusiones alcanzadas responden a la lógica que rige la 

naturaleza jurídica del nacimiento y trámite de cada tipo de resoluciones, según la 
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distinción que tuvo en cuenta la disposición en estudio, de tal modo que en 

ninguna de las dos hipótesis viola la garantía de legalidad consagrada en el 

artículo 16 constitucional, ya que si bien este dispositivo fundamental no establece 

la posibilidad de que ante la anulación de una resolución administrativa por falta 

de fundamentación y motivación, se obligue a la autoridad que la emitió, a que 

reitere el acto de molestia, es inconcuso que cuando dicha autoridad, en virtud de 

las leyes que rigen su competencia, o con motivo de una instancia o recurso del 

demandante, debe pronunciarse al respecto, la sentencia anulatoria de su acto 

infundado e inmotivado que la obligue a dictar otra resolución y hasta a indicarle 

los términos en que debe hacerlo, como establece la regla general de la 

disposición examinada, además de que tiene por objeto acatar el derecho de 

petición que garantiza el artículo 8o. constitucional, viene a colmar la pretensión 

del particular, pues le asegura una resolución depurada conforme a derecho". - - -

En este sentido, y congruentemente con la transcrita tesis jurisprudencial, lo 

procedente es declarar la nulidad del acto impugnado, para el efecto de que la 

autoridad recurrida emita un nuevo acto, debidamente fundado y motivado, en el 

que dé a conocer de manera exacta y clara aquellos hechos y fundamentos de 

derecho que lleven a tomar su determinación. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Cabe mencionar que el nuevo acto deberá emitirse cumpliendo también con los 

requisitos que establece el artículo 8º de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos para la respuesta que recae a las peticiones de los particulares 

hagan, es decir, deberá darla a conocer al particular en breve término, con la 

debida congruencia formal a lo solicitado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Respecto a lo anterior, resulta aplicable la tesis XVI.1o.A.20 K (10a.), dictada por 

el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, 

consultable en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio 

de 2014, Tomo II, materia Constitucional, Común; Página 1672; Décima Época; 

con el número de registro 2006825, y con el siguiente rubro y texto: “DERECHO 

DE PETICIÓN. EL EFECTO DE LA CONCESIÓN DEL AMPARO EN UN JUICIO 

EN EL QUE SE EXAMINÓ SU VIOLACIÓN, NO PUEDE QUEDAR EN LA SIMPLE 

EXIGENCIA DE UNA RESPUESTA, SINO QUE REQUIERE QUE ÉSTA SEA 

CONGRUENTE, COMPLETA, RÁPIDA Y, SOBRE TODO, FUNDADA Y 

MOTIVADA (LEGISLACIÓN VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). El 

derecho de petición, que es una prerrogativa gestada y promovida en el seno del 

Estado democrático -en el cual es concebible la posibilidad de participación activa 

de las personas en la vida pública-, se respeta sólo si la autoridad proporciona en 

su respuesta a la solicitud del particular la suficiente información para que éste 

pueda conocer plenamente su sentido y alcance, así como para manifestar su 

conformidad o inconformidad con ella y, en su caso, impugnarla. Por ende, si la 
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información no existe o es insuficiente, el derecho de petición se quebranta, 

porque de nada sirve al particular que su planteamiento sea contestado, aun con 

pulcritud lógica, es decir, respondiendo con la debida congruencia formal a lo 

solicitado, pero sin proporcionarle la información que le permita conocer 

cabalmente el acto, decisión o resolución de la autoridad. Lo anterior, en virtud de 

que la congruencia formal de la respuesta a una petición no es suficiente para ser 

acorde con el actual sistema jurídico mexicano, porque no satisface las exigencias 

previstas en el artículo 8o., en relación con el numeral 1o. en sus primeros tres 

párrafos, ambos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

manda el respeto del ejercicio del derecho de petición, siempre que ésta se 

formule por escrito, de manera pacífica, respetuosa y conforme al principio de 

progresividad, que evoca la necesidad de avance en la defensa de los derechos 

humanos en general. Por otra parte, la entrada en vigor de la Ley de Amparo, el 3 

de abril de 2013, en aras de una justicia pronta y completa, tratándose de este 

derecho, pretende evitar prácticas dilatorias, como son la omisión de respuesta, lo 

incongruente, falso, equívoco o carente de fundamentos y motivos de ésta o su 

incorrección en cuanto al fondo, para lo cual proporciona herramientas que 

efectivizan el respeto a los derechos humanos a la seguridad jurídica y a la tutela 

judicial efectiva, para hacer posible que esos vicios se reparen en un mismo juicio; 

tal es el caso de la oportunidad de ampliar la demanda a que se refiere el numeral 

111 del citado ordenamiento y de la exigencia para la responsable, tratándose de 

actos materialmente administrativos, de complementar en su informe justificado la 

falta o insuficiencia de fundamentación y motivación del acto reclamado cuando se 

aduzca en la demanda, contenida en el artículo 117, último párrafo, de la propia 

ley. Por tanto, el efecto de la concesión del amparo en un juicio en el que se 

examinó la transgresión al artículo 8o. constitucional no puede quedar en la simple 

exigencia de respuesta, sino que debe buscar que ésta sea congruente, completa, 

rápida y, sobre todo, fundada y motivada; de otro modo, no obstante el nuevo 

sistema jurídico, el juzgador obligaría al gobernado a una nueva instancia para 

obtener una solución de fondo, con el consiguiente retraso en la satisfacción de la 

reparación del derecho violado”. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

En este sentido, debe señalarse también que al acto que dicte la autoridad 

impugnada, además de contener la fundamentación y motivación que todo acto de 

autoridad debe cumplir, deberá acatar el principio de congruencia, para lo cual, las 

cargas que  imponga a la parte recurrente deberán ser congruentes con su 

solicitud, es decir, deberán contar con el sustento técnico y jurídico necesario, de 

manera que si la condicionante que fue objeto de inconformidad de la parte 

recurrente, no tiene sustento técnico o jurídico, deberá informarlo a la Comisión de 

Regidores de Desarrollo Urbano y Ecología, a fin de que en el dictamen que será 
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sometido a la aprobación del Honorable Ayuntamiento de Chihuahua no se incluya 

dicha condicionante. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por todo lo anterior, es posible concluir que los agravios primero y segundo 

resultan infundados, sin embargo, al resultar fundado el agravio cuarto de los 

expresados por la parte recurrente no es posible entrara al análisis del agravio 

tercero, y resulta procedente declarar la nulidad del acto impugnado, para el efecto 

de que la autoridad impugnada emita uno nuevo, debidamente fundado y 

motivado, y cumpliendo con el imperativo establecido en el artículo 8º 

constitucional, es decir, deberá darla a conocer al particular en breve término, con 

la debida congruencia formal a lo solicitado. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

Por ello, es de resolverse y se - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

- - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - R E S U E L V E - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

PRIMERO.- El medio de impugnación consistente en Recurso Administrativo de 

Revisión es el correcto, de acuerdo a lo establecido por los artículos 198 y 199 del 

Código Municipal para el Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad del acto impugnado en el presente Recurso 

Administrativo de Revisión, consistente en el oficio número PUF-310-15 de fecha 

ocho de mayo del año dos mil quince, signado por el Director de Desarrollo 

Urbano y Ecología, Guillermo Monárrez Vota, y el Subdirector de Programación 

Urbana, Gabriel Martín Valdez Juárez, para el efecto de que dicha autoridad emita 

uno nuevo de acuerdo a los lineamientos precisados en el considerando séptimo 

de la presente resolución. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la parte recurrente y por oficio a la 

autoridad impugnada, de acuerdo con lo que establece el artículo 408 fracciones I 

y II inciso c) del Código Fiscal del Estado de Chihuahua, de aplicación supletoria 

por disposición expresa del artículo 196 del Código Municipal para el Estado de 

Chihuahua, con relación al artículo 235 del Reglamento Interior del Municipio de 

Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

CUARTO.- Hágase la correspondiente anotación en el libro de expedientes en 

trámite y en su oportunidad, archívese el presente asunto como definitivamente 

concluido. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - 

Así lo resolvió y firma el LICENCIADO SANTIAGO DE LA PEÑA GRAJEDA, Secretario del 

Honorable Ayuntamiento de Chihuahua; aprobado y sancionado por el LICENCIADO EUGENIO 

BAEZA FARES, Presidente Municipal de Chihuahua, el día veintinueve de febrero del año dos mil 

dieciséis. Lo anterior con fundamento en lo dispuesto por el artículo 203 fracciones VI y VII del 

Código Municipal para el Estado de Chihuahua. - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - - -  

 

Chihuahua, Chih., 29 de febrero de 2016. 
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LIC. SANTIAGO DE LA PEÑA GRAJEDA 

SECRETARIO DEL H. AYUNTAMIENTO 

 

SANCIONADO POR: 

 

 

LIC. ÓSCAR EUGENIO BAEZA FARES 

PRESIDENTE MUNICIPAL DE CHIHUAHUA 

EAPD/NIRN/CHRM 


